            

Causa N° 22859

“R., J. A.;

1          R., A. M.;

S., A. M. y

G., R. E.

S/ Recurso de Casación”



En la ciudad de La Plata a los tres días del mes de diciembre dos mil nueve, siendo las ....... hs., se reúnen en acuerdo ordinario los Jueces de la Sala Primera del Tribunal de Casación Penal de la Provincia de Buenos Aires, doctores Horacio Daniel Piombo, Benjamín Ramón María Sal Llargués y Carlos Angel Natiello, con la presidencia del primero de los nombrados, para resolver en causa N° 22.859 de este Tribunal, caratulada “R., J. A.; R., A. M.; S., A. M. y G., R. E. s/ Recurso de Casación”. Practicado el sorteo de ley, resultó que en la votación debe observarse el orden siguiente: SAL LLARGUES – NATIELLO – PIOMBO, procediendo los nombrados magistrados al estudio de los siguientes:


A N T E C E D E N T E S


Por sentencia de fecha 12/9/2005, en causa de su registro nº 1395, el Tribunal Oral en lo Criminal nº 1 del Departamento Judicial Dolores condenó –en lo que interesa destacar- a J. A. R. a la pena de tres (3) años y seis (6) meses de prisión; A. M. R. a la pena de tres (3) años de prisión de ejecución condicional; A. M. S. a la pena de tres (3) años y dos (2) meses de prisión; y a R. E. G. a la pena de tres (3) años de prisión de ejecución condicional, todo ello por encontrarlos co-autores penalmente responsables de delito de robo de ganado mayor.

Contra el mencionado fallo viene en casación su Defensor de confianza, Dr. Carlos Alberto Casañas, denunciando errónea valoración de las circunstancias socio-económicas que rodeaban a los imputados al momento del hecho –destacando especialmente el informe socio-ambiental de fs.127/128- y por esa vía transgresión de los arts.210 y 373 C.P.P.. También que S. y M. R. confiesan su participación desde un primer momento, de la misma forma en que niegan la intervención en el hecho de J. R. y G. –circunstancia corroborada por estos últimos-.

En segundo lugar, se agravia del rechazo del estado de necesidad justificante alegado por la defensa (art. 34 inc. 3º C.P.), enfatizando la situación apremiante de imposibilidad de manutención de los grupos familiares involucrados, la que meramente es tomada en cuenta por el a quo como atenuante en términos de “las probadas dificultades para ganarse el sustento”.

Finaliza solicitando casación de la sentencia y absolución de sus defendidos. 

Concedido el recurso, y radicado en esta Sala, fue declarado prima facie admisible y se fijó audiencia de informes para el día 12/4/2007. La Defensa no asistió a la misma –debidamente notificada conf. fs.74/vta.- y el Ministerio Público Fiscal ante este Tribunal en la persona de la Sra. Fiscal Adjunta, Dra. Alejandra M. Moretti, desistió de su celebración acompañando memorial a fs.75/76. En él propicia el rechazo de la impugnación encontrando el primer motivo de agravio inatendible, por insuficientemente fundado, y el segundo improcedente por los argumentos brindados en la sentencia en vínculo a la no concurrencia de inmediatez y seguridad del mal que se pretendió evitar (considerado sólo eventual y probable), sin que se haya probado la situación de indigencia que se alega. En punto a la autoría responsable de José R. y E. G., destaca, no fue rebatida durante el juicio y llegó firme a esta instancia. 


Hallándose la causa en estado de dictar sentencia, los magistrados de referencia en el inicio de esta relación resolvieron plantear y dilucidar las siguientes: 




C U E S T I O N E S 


1ra.) ¿Es admisible el recurso traído?


2da.) ¿Es fundado?


3ra.) ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?


A la primera cuestión planteada el señor Juez, doctor Sal Llargués, dijo:


Se controvierte sentencia definitiva en los términos del art.450, se han dado los pasos a que se refiere el art.451 y se invocan motivos de los contenidos en el art.448, todos del ceremonial penal.


Voto por la afirmativa.


A la primera cuestión planteada el señor Juez, doctor Natiello, dijo:


Adhiero al voto del doctor Sal Llargués, expidiéndome en igual sentido y por los mismos fundamentos.


Voto por la afirmativa.


A la primera cuestión planteada el señor Juez, doctor Piombo, dijo:


Adhiero al voto de mis colegas preopinantes, expidiéndome en igual sentido y por los mismos fundamentos.


Voto por la afirmativa.


A la segunda cuestión planteada el señor Juez, doctor Sal Llargués, dijo: 


Creo que el fallo exhibe un error lógico y legal que lo hace vulnerable a la crítica.


En primer lugar en la cuestión tercera del veredicto se da cuenta de que la defensa alega la concurrencia del estado de necesidad justificante que es un capítulo sobre el que transcurriera la prueba propuesta por la defensa y que habría sido acreditado en virtud no sólo del informe social sino de los testimonios debidos a Torto, Ledesma, Giacchino, Crovo y Pillati que dieran cuenta de que los imputados eran personas honestas que buscaban trabajo sin éxito y a su vez que fueran responsables de familias numerosas y que lo sustraído lo fue con el propósito de consumirlo y no venderlo.


Este dato introducido por la defensa ha sido descartado creo con argumentos viciados lógica y legalmente. 


El fallo remite al pronunciamiento de la fiscalía que “estima que no se ha acreditado fehacientemente la causal de justificación del art. 34 inc. 3° del C.P. si bien el informe ambiental de fs.122 y siguientes determinó un estado de carencia económica el mismo no justifica el accionar ilícito de los procesados. Refiere que la doctrina y jurisprudencia es muy estricta respecto a los requisitos para que se de el estado de necesidad, que lo es cuando no hay otra alternativa para evitar un mal inminente y que debe ser fehacientemente acreditado circunstancia que no se dio en el debate…” (el destacado es de este votante).


Este aserto da por cierto que concurre un estado de carencia que se extiende a familias numerosas, supedita la justificante a supuestos en que no haya otra alternativa y se desentiende de la obligación que le cupo como parte requirente de demostrar que existían esas otras alternativas.


En línea con lo dicho, además de no proveer prueba que permita aventar la justificante, sostiene que se invierte el onus probando puesto que de sus palabras se seguiría que ha sido la defensa quien ha debido acreditar ese dato.


Ahora ya en propios términos de los jueces se deja dicho que “un estado de pobreza genérico no conforma la causa de justificación por la necesidad resultando necesario que se trate de una situación apremiante cuya superación no admita demora.”.


No advierto a qué pueda denominar el a quo “estado de pobreza genérico” para que diga que el mismo no justifica el hecho e ignoro además por qué en autos la situación de los encartados y sus familias no era “apremiante cuya superación no admita demora.”. Esto es un dato que niega el fallo sin que el requirente lo haya demostrado puesto que no cabe duda alguna que es al acusador al que le cabe demostrar esos extremos que se convierten así en pivotes de su imputación. Más claramente: si no he podido demostrar como fiscal que no media necesidad justificante alegada, no puedo fundar la imputación.


Pero el caso es que el fallo abunda en consideraciones igualmente erradas puesto que sostiene que se ha alegado la minorante del art. 41 del C.P. alusiva a los motivos que llevaran a la persona a delinquir donde se destaca la miseria o la dificultad para ganar el sustento propio y el de los suyos.


Esta situación de atenuación sobreviene sólo cuando ha sido descartada la justificante por ejemplo por haberse demostrado que el autor no es ajeno a la necesidad que invoca. Sólo a condición de que no encuadre en el permiso, entonces la miseria es minorante. Este error conceptual ha llevado al a quo a descartar, reitero que con error la alegada causa de justificación.


Por lo demás, es claro que el momento en que estos hechos se produjeran son tiempos en que el País se vio envuelto en una de las más serias crisis que más golpearon a los estratos sociales más desprotegidos. Como resulta de la causa, todos los imputados eran personas de bien que vivían propiamente de la caza y que –circunstancialmente- acudieron al cuatrereo para subvenir a las necesidades de los suyos. Como atenuante el fallo computa “para los cuatro imputados… el buen concepto acreditado y las probadas dificultades para ganarse el sustento.” (el destacado es de este votante). Si se ha probado que tuvieran dificultades para ganarse el sustento, ¿qué debieron esperar para acudir a la justificante más añosa como es el hurto famélico?. Es muy claro que no propicio la difusión de estas prácticas pero –contingentemente y tal como lo dejo dicho– resulta que la acusadora no creyó necesario demostrar que existían otros recursos anteriores al hecho y descreyó de la concurrencia de esta causa de justificación mediante un error conceptual grave cual es el de entenderlo sólo minorante en los términos del art. 41 del C.P..


Voto por la afirmativa


A la segunda cuestión planteada el señor Juez, doctor Natiello, dijo: 


Debo apartarme del sufragio emitido por mi colega de primer voto. Concuerdo con lo sostenido por la Sra. Fiscal Adjunto ante esta Sede, Dra. Moretti en cuanto a que el presente se trata de una reedición de los argumentos vertidos a lo largo del debate y que fueran suficientemente contestados por el "a quo". El recurrente debió demostrar absurdo o arbitrariedad en el fallo atacado, nada de ello aconteció. 


Así las cosas, el órgano juzgador entendió, correctamente -a mi criterio-, que un estado de pobreza genérica no conforma la causa de justificación por la necesidad resultando necesario que se trate de una situación apremiante cuya superación no admite demora. Así se ha entendido que ni la miseria, ni la dificultad de ganarse el sustento propio necesario y el de los suyos son presupuesto de la eximente del estado de necesidad (art. 34 inc. 3), y sólo pueden considerarse como base de atenuación de las pena (C. N. Crim. y Correc., Sala IV, causa Nº 28.749, voto del Dr. Ledesma). Si la pobreza y dificultad para ganarse el sustento fuera entendida por todos como causa de justificación, la regla serían los robos y hurtos, y la excepción el respeto a la propiedad ajena. Aquéllas deben ser tenidas en cuenta a los fines de mensurar la pena. 


Voto por la negativa.


A la segunda cuestión planteada el señor Juez, doctor Piombo, dijo: 


Adhiero al voto del doctor Natiello, expidiéndome en igual sentido y por los mimos fundamentos.


Voto por la negativa.


A la tercera cuestión planteada el señor Juez, doctor Sal Llargués, dijo:


Atento al modo en que han quedado resueltas las precedentes cuestiones, corresponde: 1) declarar formalmente admisible el recurso de Casación interpuesto por el Sr. Defensor Particular, Dr. Carlos Alberto Casañas; 2) por mayoría, rechazar el presente recurso, sin costas en esta sede (art. 15 de la Const. Pcial.; arts. 448, 450, 451, 454, 530 y 531 del C.P.P.); 3) regular los honorarios profesionales al letrado interviniente, doctor Carlos Alberto Casañas, por la labor profesional desplegada en esta sede, en la cantidad de ocho (8) unidades jus con más los aportes de ley (artículos 171 de la Constitución Provincial; 1, 9, 16, 31, 33 y 51 de la ley N° 8904; 1 y 12 inciso a) de la ley N° 8455 y artículo 534 del C.P.P. -ley N° 11.922- debiendo procederse como lo determina el art. 22 de la ley N° 6716, modificado por el art. 12 de la ley N° 10.268).


Así lo voto.


A la tercera cuestión planteada el señor Juez, doctor Natiello, dijo:


Adhiero al voto del doctor Sal Llargués, expidiéndome en igual sentido y por los mismos fundamentos.


Así lo voto.


A la tercera cuestión planteada el señor Juez, doctor Piombo, dijo:


Adhiero al voto de mis colegas preopinantes, expidiéndome en igual sentido y por los mismos fundamentos.


Así lo voto.


Con lo que terminó el Acuerdo dictándose la siguiente:




  S E N T E N C I A


Por lo expuesto en el Acuerdo que antecede el Tribunal resuelve:


I.- Declarar formalmente admisible el recurso de Casación interpuesto por el Sr. Defensor Particular, Dr. Carlos Alberto Casañas.


II.- Por mayoría, rechazar el presente recurso, sin costas en esta sede.


Art. 15 de la Const. Pcial.; arts. 448, 450, 451, 454, 530 y 531 del C.P.P..


III.- Regular los honorarios profesionales al letrado interviniente, doctor Carlos Alberto Casañas, por la labor profesional desplegada en esta sede, en la cantidad de ocho (8) unidades jus con más los aportes de ley.


Artículos 171 de la Constitución Provincial; 1, 9, 16, 31, 33 y 51 de la ley N° 8904; 1 y 12 inciso a) de la ley N° 8455 y artículo 534 del C.P.P. -ley N° 11.922- debiendo procederse como lo determina el art. 22 de la ley N° 6716, modificado por el art. 12 de la ley N°10.268.


IV.- Regístrese. Notifíquese. Remítase copia certificada de la presente resolución, junto con los autos principales, al Tribunal Oral en lo Criminal nº 1 del Departamento Judicial Dolores.


Oportunamente remítase.
FDO.: HORACIO DANIEL PIOMBO - BENJAMIN RAMON SAL LLARGUES - CARLOS ANGEL NATIELLO

ANTE MÍ: Carlos Marucci


